
El derecho de las confesiones religio­
sas a designar a sus ministros de culto. 
Comentario al artículo 2.2 de la Ley 
Orgánica de Libertad Religiosa. 

La LOLR reconoce en el artículo 6. 1, 
el derecho a la autonomía a las confe­
siones religiosas inscritas. De un modo 
específico, dicha autononúa se recono­
ce a la Iglesia Católica en el anfculo l. 
1 y 2 del AJ. Las otras confesiones que 
han suscrito acuerdo, si bien no cuen­
tan con una fórmula legal de esas ca­
racterísticas, si recogen en sus textos, 
contenidos que la ponen de manifiesto 
en ciertas materias. 

De la autonomía derivan una serie 
de facultades para las confesiones reli­
giosas, entre las que se encuentra inclui­
da la designación de sus ministros. Uti­
liza la LOLR una expresión amplia 
-mini lro -que por razones de tipo his­
tórico resulta extraña a nuestro ordena­
miento' y que se refiere "a aquellas per­
sonas a las cuales, las confesiones reli­
giosas encomiendan celebrar los actos 
de culto y dedicarse a interpretar y en­
sefiar los principios teológicos y conte­
nidos en su credo, a los fieles del grupo 
religioso de que se tratc' 02• Como ahora 
se verá, tanto los acuerdos con la Igle­
sia Católica como los acuerdos con las 
minorías religiosas tratan del derecho de 
esas confesiones a nombrar a sus mi­
nistros. 

El Acuerdo fi rmado el 28 de julio de 
1976 por el Estado español y la Santa 
Sede se refiere al nombramiento de obis­
pos. Antes de analizar el contenido de 

este Acuerdo n:pasaré, aunque sea bre­
vemente, la doctrina católica, acerca de 
la autonomía de la lglesia, en la desig­
nación de sus ministros sagrados. 

Una de las afinnaciones inequívocas 
del Concilio Vaticano ll fue la de pro­
clamar que "la libenad de la Iglesia es 
un principio fundamental en lru. relacio­
nes entre la Iglesia y los pode re~ públi­
cos y todo el orden ci vi r ·¡. E~ta 1 i bert:td 
de la l.glcsia se manifiesta en la autono­
mía en la elección de ~us ministros. su 
educación, nombramiento y traslado. 
Así el Concilio estableció de manera 
rotunda en el Decreto Christus Dominus 
que "para defender como conviene la 
libertad de la Iglesia y para promover 
mejor y más expeditamemc el bien de 
los fieles desea el . agrado Conci lio que, 
en lo sucesivo. no se conceda más a las 
autoridades civiles ni derechos ni privi­
legios de presentación"'. Estas declara­
ciones. como veremos, tendrían innuen­
cia decisiva en España. 

Hi,tóricamente. España se ha carac­
terizado, en el asunto relativo al nombra­
miento de obispos. por la participación 
de la Jefatura del Estado. "Primero los 
reyes intervinieron en este importante 
capítulo de las relaciones Iglesia-Estado 
al amparo del derecho de patronato con­
cedido a la Iglesia como gratitud hacia 
al patrono, fundador de Iglesias o bene­
ficios. Luego el patronato se convirtió en 
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regalia, como derecho de la corona a in­
tervenir en los asuntos eclesiásticos, que 
desembocará en un patronato universal 
como derecho de presentación para to­

das las sedes de España y A rnériea (Con­
cordato de 1753 enlre Benedicto XIV y 
Fernando VI) que pasa al Conconlato de 
1851 y que dura hasta la Constilución de 
la O República"1. Poco después, el 7 de 
junio de 1941. se firma un Acuenlo en­
tre el Gobierno español y la Santa Sede, 
sobre el modo de ejercicio del privilegio 
de presentación de obispos. Años más 
larde, este convenio se asume en el attí­
culo VII del Concordato de 1953. Cuan­
do la celebración del Concilio Valicano 
Il y la necesidad de acomodarse a la doc­
trina conciliar hicieron necesaria la revi­
sión de dicho Concordato, una de las pri­
meras materias que se abordaron fue, 
precisamcnle, la que se refería al privile­
gio de presentación de obispos, a través 
del Acuerdo de 28 de julio de 19766. 

El Acuerdo de 1976 deroga el artí­
culo VII y el párrafo 2° del anlculo Vlll 
del Concordato y el Convenio de 7 de 
junio de 194 1. En síntesis, el Acuerdo 
de 1941 recogía un procedimiento para 
el nombramiento de Arzobispos, Obis­
pos residenciales y Coadjlllores con de­
recho de sucesión que consislfa en la 
elaboración, de forma conjunta, por el 
Nuncio Apostólico y el Gobierno espa­
ñol. de una lisia de seis personas idó­
neas, remilida a la Sanla Sede; la elec­
ción por el Romano Pontílicc de tres de 
entre aquellos nombres y comunicación, 
de esa tema, al Gobierno español, por 
conducto de la Nunciatura Apostólica, 
para que el Jefe del Estado prcsemara, 
uno de los tres. al Romano Pomífice. En 
el caso de que el Papa no aceplara algu­
no o ninguno de los nombres de aquella 
lista, podía completar o formular, una 
tema de candidatos que se comuniear!a 
al Gobierno español por si tenía que 
oponer, objeciones de carácter político 
general, en caso de ser así, se conlinua­
rían las negociaciones. 

Aunque el Acuerdo contenía cláusu­
las que trataban de asegurar, como se 
acaba de ver, la libertad del Romano 
Pontífice en la formación de la lcrna y 

que lo convertían, según se ha dicho, en 
un "derecho de presentación restringi­
do"', sin embargo, había un campo de 
decisión del Jefe del Estado que era 
quien, en defi nitiva, al candidato que él 
proponía, la auloridad eclesiáslica le 
concedía la inslitución canónica. Tal 
privilegio, cuando se analiza en el con­
lcxlo hislórico, parece justificarse en la 
confesionalidad católica del Estado es­
pañol, como si desde esta perspectiva, 
el Es lado se encontrase competenle para 
imervcnir en esta materia o al menos, 
merecedor de tal privilegio. 

En el sistema actual, el del Acuerdo 
de 1976, el derecho de presenlación ha 
sido sustituido por el de prenotifi cación 
oficiosa, como seguidamente veremos. 

El Acuenlo de 1976 dedica el artí­
culo 1 al nombramienlo de Arzobispos, 
Obispos y CoadjUiores con derecho de 
suce.~ión. En el párrafo primero, se es­
lablecc que el nombramiento de Jos mis­
mos es competencia exclusiva de la San­
la Sede. Como apunta Corral, es ésle "un 
reconocimiento por parte del Eslado en 
contraposición a épocas pasadas, de 
unas zonas que en sí está -debe estarlo-­
dentro del espacio de la libertad religiosa 
aco1ada por el ordenamiento inlernacio­
nal y el Concilio Valicano IT'8• 

En el párrafo segundo del citado ar­
lfcul o, se establece un sistema de 
prenotificación de los nombramientos 
episcopales por parte de la Santa Sede 
al Gobiemo, por si quiere formular ob­
jeciones de carácter polílico general. 
anlcs de que se proceda a su nombra­
miento. Las diH¡!encias -se dice en el 
acuerdo-- han de ser confidenciales y 
eslán sujetas a un plazo de quince días. 

La fónnula de prenotificación oficio­
sa, llamada así, por el secre1o que se ha 
de observar en los trámiles, se ha con­
venido en la manera más prudente de 
conciliar el interés de la Iglesia de de­
fe nder su autonomía en la elección de 
sus ministros sagrados y, el de los Go­
biernos en que el candidato al Episco­
pado no fuera una persona grala, desde 
el punto de vista político9• Por eso, el 



derecho de prenotificación se completa 
con la denominada cláusula política. 

La cláusula política ha sido interpre­
tada por la doctrina en un sentido rigu­
roso, deseando, como afirma el Acuer­
do que se trate de objeciones "concre­
tas" y descartando "descripciones 
casuísticas"I0. 

Estas objeciones de carácter polfti­
co general, aunque la Iglesia está obli­
gada a analizarlas, sin embargo. no cons­
tituyen un veto, ya que el Acuerdo afir­
ma que la valoración de las mismas "co­
rresponderá a la prudente consideración 
de la Santa Sede". 

Transcurridos ya varios años desde 
la firma del Acuerdo de 1976 y partien­
do del principio de que el sistema de 
prenotilicación es, algo más que la mera 
información al Gobierno de un nombra­
miento episcopal, habría que pensar, si 
esta fórmula. concuerda con la procla­
mada autonomía de la Iglesia en la de­
signación de sus ministros y con un sis­
tema democrático consolidado en Espa­
ña, en el que la libertad de expresión, 
también la de los obispos, es un dere­
cho constitucional". 

Un sistema especial es el que se pre­
vé en el Acuerdo de 1976 para el nom­
bramiento de Vicario General Castrense 
que se hará mediante la propuesta de una 
terna de nombres fonnada de común 
acuerdo entre la Nunciatura Apostólica 
y el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
sometida a la aprobación de la Santa 
Sede. El Rey presentará en el término de 
quince días, uno de ellos para su nom­
br.uniento por el Romano Pontífice (ar­
tículo I, párrafo tercero). La doble con­
dición que confluye en el Vicario Gene­
ral Castrense, la de arzobispo y la de jefe 
supremo del Cuerpo eclesiástico con ran-

go de General, justificaría, como ha se­
ñalado algún autor, la única pervivencia 
del privilegio de presentación" . 

El otro nombramiento exceptuado. es 
el del Obispado de la Seo de Urgel, que 
por ser, al mismo tiempo, copríncipe de 
Andorra, lleva consigo -<:omo apunta 
Echeverría- implicaciones políticas de 
fndole muy diversa a las de los dem::is 
Obispados españoles. Aunque el acuer­
do no dice nada sobre la fonna de nom­
brarlo, al respecto ha habido un concur­
so secreto que sigue para éste nombra­
miento el mismo régimen que para el 
del Vicariato General Castrensen. 
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cit., p.37-51; L. frHPVERRIA, "L,re­
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de presentación de Obispos'', Pro-

En el Derecho concordatario com- bt11nas nrm Iglesia y esrado. Vúts 

parado" encontramos el sistema de 
prenotilicación oficiosa como el méto­
do seguido para el nombramiento de 
obispos. Es el caso de: Alemania (art. 
14), Baden-Weserttenberg (art. lfl ), 
Bavicra (art. 14), Prusia (art. 6), Aus­
tria (art. 4), Portugal (art. 1 0), Argenti­
na (art. 3), Colombia (art. 14), Santo 
Domingo (art. 5), Túnez (art. 1 O), Ve­
nezuela (arr. 6). Alemania regiones nue­
vas 1•arias [Brandemburgo y el Estado 
libre de Sajonia (art. 3), Estado libre de 
Turingia (art. 3), Hamburgo (art. 6)]. 
Haití (arr. 4), Italia (att . 32), Mónaco 
(arr. 2), San Marino (art. 1 ). 

Los Acuerdos celebrados en 1992 
con las confesiones evangélica, judía e 
islámica se ocupa de los ministros de 
culto en el arrículo 3. Nada dicen los 
Acuerdos acerca de alguna intervención 
del Gobierno en su nombramiento úni­
camente define quienes son los minis­
tros de culto de la respectiva confr.:sión 
(los que se dediquen "con carácter esta­
ble" a sus funciones religiosas) y de qué 
forma han de acreditar su condición 
(medianie certificación de la Iglesia o 
confesión respectiva (artículo 3). 
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